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1. INTRODUCCION 

La descentralización político-administrativa y la participación ciudadana 
en la gestión municipal son propuestas que se han incorporado recientemente a 
la agenda política nacional en Uruguay, un pafs caracterizado por una larga tra- 
dición centralista. 

El surgimiento de acciones colectivas para hacer frente a la crisis económi- 
ca y política de estas dos últimas dtkadas ha concitado esperanzas en la posibili- 
dad de constitución de nuevos actores con capacidad de transformación social y 
con opción de ocupar un espacio autónomo en la sociedad uruguaya. Por otra 
parte, en los últimos años las organizaciones y grupos de mujeres han logrado 
abrir en la conciencia social una cierta sensibilidad receptiva a las demandas de 
genero, lo que importa un matiz de cambio en un país en el que han predomina- 
do valores centrados en la negación de los conflictos de clase y de las diferencias 
de genero. Sin embargo, la incorporacibrl de las mujeres a la participación ba- 
rrial ha permanecido “invisible”, y alguna’, de las organizaciones que las congre- 
gan recikn comienzan a demandar y plantear propuestas para la generación de 
servicios que atiendan a sus intereses. 

Este trabajo se nutre de discusiones y reflexiones surgidas en el desarrollo 
de una investigaci6n participativa (actualmente en curso) llevada a cabo por 
CIEDUR y la Casa de la Mujer de la Unión. La primera secci6n proporciona 
una visión general de la acción y el rol del Estado uruguayo en materia social y, 
en particular, en relación a las políticas públicas orientadas tempranamente a 
las mujeres. La segunda sección aborda las vinculaciones entre la situación de 
crisis económica y política, las transformaciones de las políticas sociales y las ac- 
ciones colectivas de las mujeres, con sus limitaciones y problemas. Por último 
se presenta una experiencia de concertación de actores a nivel barrial -pro- 
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movida por la mencionada organización de mujeres- en el marco del reciente 
programa de descentralización y participación ciudadana del nuevo gobierno 
municipal de Montevideo. 

2. ESTADO DE BIENESTAR, POLITICAS SOCIALES Y MUJERES 
EN URUGUAY 

Desde principios del siglo XX el Uruguay logró desarrollar un sistema po- 
lítico abierto y pluralista, caracterizado por una fuerte participación del Estado. 
Hasta los años sesenta esa estructura fue, en Amtrica Latina, lo que mas se pa- 
reda a un Estado benefactor. En las tres primeras decadas del siglo se aplicaron 
diversas polfticas laborales y sociales orientadas a redistribuir el ingreso y a 
crear canales de movilidad social. Estas políticas se desarrollaron también en 
Argentina, Chile y Brasil, sobre todo en el área de la seguridad social. Sin em- 
bargo los historiadores señalan que el fenómeno del batllismo “tuvo paralelos 
pero no equivalentes en el resto de América Latina” (Finch, 1989). 

La redistribución del ingreso fue posible en tanto existían altos índices de 
exportación y de ingreso per capita y un :sistema político en que el sector terra- 
teniente no era dominante. Las propuestas de políticas sociales se asentaron en 
la idea de que la desigualdad era un factor limitante para la democracia, y que 
~610 era admisible hasta tanto las reformas sociales dieran su fruto en un con- 
texto demarcado por el crecimiento económico y el proceso de secularización 
(Martorelli, 1986). A mediados de la decada de los 50 los gastos públicos socia- 
les representaban los dos tercios del gasto del gobierno y llegaron a un 13% del 
PIB, predominando los gastos en seguridad social frente a los sectores salud y 
educación. 

Uruguay constituye un ejemplo de legislación avanzada de protección so- 
cial y laboral de la mujer. Según los historiadores Barran y Nahum (1979) el 
batllismo fue un aliado natural de las demandas de un reducido número de mu- 
jeres al tiempo que “la opini6n conservadora le daba más ánimo y el partido 
sentlase partícipe de una Cruzada”. Las leyes de divorcio por causales (1907) y 
de divorcio por sola voluntad de la mujler luego de transcurridos dos años de 
matrimonio (1913), acompañaron el proceso de secularización de la vida públi- 
ca y privada iniciada en los comienzos del siglo y coronado en 1917 con la sepa- 
ración de la Iglesia del Estado. 

Hacia 1908 un 16% de las mujeres mayores de diez anos se encontraban 
incorporadas a las actividades económicas. Con el apoyo de anarquistas, socia- 
listas y batllistas se logró una legislación laboral de protección de la mujer tra- 
bajadora, que prohibía el trabajo nocturno, establecía un horario preferencial 
durante la lactancia, licencia por maternidad, descanso obligatorio (ley de la si- 
lla) y condiciones especiales para una jubilación temprana. 

Favorecido por la temprana urbanización y la pequeñez y homogeneidad 
de su territorio, el país impulsó desde las últimas décadas del siglo pasado la ex- 
pansión educacional y la alfabetización. En 1908 las mujeres tenían un índice 
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de alfabetismo apenas inferior al mascul: no’. Se estimuló la educación preuni- 
versitaria de las adolescentes a travts de la creación de la sección femenina de 
Enseñanza Secundaria y Preparatoria (19 ll). 

La extensibn de la educaci6n para Ias mujeres es uno de los resultados más 
importantes de la ideología batllista, coherente con el papel asignado a la fami- 
lia y a las mujeres como educadoras de las nuevas generaciones. Rodrfguez Vi- 
llamil y Sapriza (1984) afirman que se t::ata de “una ideología patriarca1 en su 
versión más moderna, que exalta la domesticidad y que tiene la particularidad 
de presentarse como un “feminismo”. En teorfa, la mujer tiene abiertos todos 
los campos, pero dada la forma en que es valorado lo domestico, en la práctica 
sus mejores energfas deben dedicarse al hogar”. 

Ala sombra del batllismo se difundszn ampliamente en la sociedad urugua- 
ya ideas y valores denegadores del conflkto de clases y de las diferencias de ge- 
nero, privilegiando la capacitación y el esfuerzo personal como mecanismos de 
movilidad social. Esto dificulta el planteo de medidas de compensación a las de- 
sigualdades de clase, así como la discusil5n de la posibilidad de cambios en los 
roles adscritos a hombres y mujeres en relación a las funciones vinculadas a la 
reproducción social. La imagen de la existencia de igualdad entre los sexos den- 
tro de una sociedad considerada como excepcional en el concierto latinoameri- 
cano, persistirá a traves del tiempo en la conciencia colectiva. 

La temprana expansión de los gastos públicos sociales, centrados funda- 
mentalmente en la primera mitad del siglo, se detiene a partir de la década de 
los sesental. 

DespuCs de la Segunda Guerra Mundial y de la inmediata postguerra, el 
agotamiento del modelo de acumulación determinó un largo período de estan- 
camiento económico, tanto en el sector .%gropecuario como en la industrializa- 
ción sustitutiva de importaciones. Los desequilibrios en la balanza de pagos y la 
pugna interna de intereses alimentaron la inflación, así como la consecuente 
desconformidad política y conflictividad social. 

En la decada de los 60 aparecieron una serie de fenómenos nuevos en el 
país: una intensa y sostenida movilización popular; la constitución de una gue- 
rrilla urbana; la unificación en 1964 de todas las corrientes sindicales en la influ- 
yente CNT (Convención Nacional de Trabajadores) y el agrupamiento, en 1971, 
de las fuerzas políticas de izquierda en el FA (Frente Amplio). En esta década 
de débil crecimiento e inestable proceso económico la pugna alrededor de los 
mecanismos distributivos se agudiza al tiempo que el hiperdesarrollo del sector 
público deja de ser un mecanismo amortiguador de tensiones. 

1 Según el Censo de 1908 la tasa de alfabetismo cn Montevideo es de 76% para los hombres y del 
73% para las mujeres. 

2 Los gastos públicos sociales, en la mayor parte de los pafses, tanto industrializados como 
subdesarrollados, registran una gran expansión reci6n en la segunda mitad del siglo (Davrieux, 
1987). 
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3. CRISIS Y PARTICIPACION ECONOMICA Y SOCIAL DE LAS 
MUJERES 

El quiebre más radical en las políticas sociales se produjo durante el go- 
bierno militar (1973-1985). Se promovió una apertura total de la economía, al 
precio de un altlsimo costo social. Como consecuencia, se produjo una profun- 
da transformación social: la sociedad se polariz6, se empobreció globalmente y. 
en tkrminos generales, se aproximó a la d: fkil realidad latinoamericana circun- 
dante. Para el funcionamiento del modele fue necesario controlar los mecanis- 
mos canalizadores de demandas sociales, s:,ndicatos y partidos políticos. 

Se conjugaron la concepci6n político-militar de la seguridad nacional co- 
mo la propuesta de un modelo económico de corte neoliberal que propugnaba 
una nueva inserción internacional del país y que implicaba en lo interno “el 
ajuste estructural”. Ello significó, por un lado, la reducción de los salarios direc- 
tos e indirectos (salarios, beneficios sociales y aportes a la seguridad social)3 y el 
disciplinamiento de la fuerza de trabajo. Por otro, signific6 la supresión de las 
políticas redistributivas y de las presiones impositivas sobre el capital y la renta- 
bilidad. Junto a la progresiva devaluación del trabajo se produjo una desapari- 
ción o pérdida de calidad de las políticas públicas benefactoras por la 
disminución del gasto público social. 

El gasto en salud, en educación y en programas específicos para la infancia 
no se incrementó ni siquiera en los períosios de relativa expansión económica. 
El gobierno se mantuvo sin mayores cambios, con la excepción de los gastos so- 
ciales destinados a familias del personal del aparato de seguridad del Estado 
(Sanidad Militar y Policial) que aumentaron. El gobierno militar no intervino 
en la erradicación de la pobreza crítica; no se desarrollaron programas focaliza- 
dos en la extrema pobreza como, por ejemplo, ocurrió en Chile. 

La respuesta de la población al deterioro sin precedentes de los salarios 
fue acrecentar la participación en la actividad económica. Los núcleos familia- 
res recurrieron a distintas “estrategias” tales como el aumento del número de 
horas de trabajo por parte de aquellos miembros de la familia que pudieran ha- 
cerlo, el empleo de mujeres, la autogeneración de puestos de trabajo, el incre- 
mento del autoconsumo o la emigración ir ternacional. 

En el contexto de la crisis de larga duración que soporta el país desde la 
decada de los 60 se ha producido una irrupción masiva de las mujeres al merca- 
do de trabajo en las zonas urbanas y en Montevideo, donde el aumento ha sido 
más espectacular: entre 1967 y 1987 la tasa de actividad femenina en la capital 
pasó del 27% al 48%. Este proceso de incorporación masiva de las mujeres al 
trabajo remunerado tiene en el país dos particularidades: la primera, que ha al- 
canzado una de las cifras mas altas de las ciudades latinoamericanas, en las cua- 
les, además, la incorporación de la mujer al trabajo se hace a un ritmo más 
lento; la segunda, que este proceso masivo no ha sido acompañado por politicas 

3 El salario real, que habla caldo un 19% entre 1970 y 1973, alcanza al final del período un 51% de 
su valor inicial. La masa salarial baja del 40% del ingreso nacional (1968.1972) al 23% en 1983. 
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que faciliten las actividades económicas de las mujeres (guarderías, comedores, 
lavaderos, etc.). 

Estudios recientes (Aguirre, 1988) muestran que la responsabilidad de las 
mujeres en las tareas cotidianas aumentó notablemente, ya que debieron contri- 
buir a paliar la caída de los salarios y los cortes en el gasto social mediante dife- 
rentes estrategias sin ninguna contrapartida pública. 

Cerca de la mitad de las trabajadoras montevideanas cumplen una doble 
jornada completa, en tanto realizan sin ninguna ayuda todo el trabajo domesti- 
co. Otro conjunto de trabajadoras dicen recibir “alguna ayuda”, lo que sin em- 
bargo no las libera de la mayor parte de las tareas de ejecución y gestión 
domesticas. S610 un 12% de las activas contrata servicio domestico, mientras 
que un 14% del total de trabajadoras ~610 colabora o no participa del trabajo de 
la casa (casi exclusivamente hijas solteras que viven con sus padres). 

A comienzos de esta decada, en los últimos años del gobierno militar, sur- 
gen pequeñas y variadas organizaciones locales en muchos de los barrios de 
Montevideo y de las ciudades del interior del país. Esas organizaciones han lo- 
grado integrar a la participación social a sectores de la población que hasta en- 
tonces se situaban al margen de la acción de las restantes organizaciones o 
movimientos existentes, como es el caso de las mujeres de sectores populares. 
Varias de estas organizaciones han desarrollado tareas solidarias para cubrir ne- 
cesidades basicas de la población que reside en las distintas zonas, como policlí- 
nicas barriales, ollas populares, guarderías zonales, etc. 

Las movilizaciones de mujeres vinculadas a la lucha contra la dictadura y a 
demandas para la satisfacción de necesildades de consumo fueron muy impor- 
tantes. Por otro lado, grupos de mujeres, de los partidos políticos empezaron a 
plantear reivindicaciones específicas. Este proceso culminó con la formación de 
un conjunto de organizaciones sociales y políticas de mujeres que reclamó su in- 
clusión dentro de la Concerfación4. En esa coyuntura se elaboraron cinco docu- 
mentos en materia de trabajo, salud, educación, legislación y participación 
social, que pasaron a ser considerados como el compromiso del nuevo gobierno 
con las mujeres organizadas. Para incorporarse a la esfera de 10 público las mu- 
jeres tuvieron que enfrentar, al comienzo, una fuerte resistencia por parte de los 
políticos. Lo que permitió su inclusión l’ue la existencia de una práctica social 
que las mostró como parte de lo público al vincular sus identidades corporativas 
con la lucha política contra la dictadura. 

El período que corresponde al priner gobierno en democracia luego de 
doce años de dictadura militar (1985-1950) es escenario de importantes tensio- 
nes entre las organizaciones de mujeres. Una vez asumidas sus funciones de go- 
bierno, el Partido Colorado dejó de lado la voluntad de concertacibn de los 
aspectos sustantivos de la política económica, social y salarial, manteniendo en 
lo fundamental las grandes líneas de la estrategia macroeconómica del período 

4 La Concertación Nacional Programálica fue ura instancia pública y formalizada de articulación 
del consenso entre diversos actores políticos :I sociales que comenzó a actuar en los últimos 
meses del gobierno militar (1964). 
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anterior. Se produce un decaecimiento general de la participación en las orga- 
nizaciones sociales “nuevas”. Muchos militantes son reabsorbidos por los me- 
canismos tradicionales de participación. Diversos autores han sostenido que 
con el retorno de la democracia estas orga niraciones entran en una etapa de dis- 
minución de actividad debido a la “competencia” de otros espacios: las eleccio- 
nes, los partidos políticos, las organizaciores sindicales y el Parlamento. 

La Concertaci6n de Mujeres fue el linico ambito en que esta se mantuvo 
funcionando. Durante los años 1985 y 198.6 surgieron nuevos grupos, al tiempo 
que se consolidaron los ya existentes aunque con problemas para incorporar 
nuevos integrantes. Algunos grupos inician un proceso de cuestionamiento de 
la “naturalidad” de las condiciones de la m Jjer adquiriendo un perfil feminista. 

En diciembre de 1986 el gobierno dirigió directamente el movimiento 
orientado a una amnistla total para con los militares comprometidos en el te- 
rrorismo de estado durante la dictadura, apoyado por la mayoría del Partido 
Nacional. Fue asl que se aprobó la ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva 
del Estado para los delitos cometidos por los militares durante el gobierno de 
facto. En la campaña de recolección de lirmas contra esa decisión y el corres- 
pondiente llamado a plebiscito las mujeres desempeñaron un papel fundamen- 
tal, pues el reclamo de “verdad y justicia” frente al tema de los delitos 
perpetrados por los militares roza un punto fundamental en la constitucibn de 
la identidad de mujer: “la generación y el cuidado de la vida humana”, al decir de 
Feijoo y Gogna (1987) en relación a las acciones de las Madres y Abuelas de 
Plaza de Mayo. Alrededor de este tema de los derechos humanosse produce una 
desarticulación relativa entre lo social y lo político. 

Este acontecimiento repercutió a nkel de lo organizativo provocando difi- 
cultades en la Ccmcertación con las mujeres pertenecientes al partido de gobier- 
no, lo que derivó en el alejamiento temporario de estas. Por otro lado, al no ser 
posible incluir el apoyo al plebiscito entre las acciones de la Concertacibn de 
Mujeres, que decide no pronunciarse por considerarlo un tema político, se for- 
mó un nuevo organismo: la Coordinación de Mujeres. Esta aglutina a una vein- 
tena de grupos: grupos de feministas autónomas, comisión de mujeres de la 
Central de Trabajadores (PIT-CNT); comisiones de mujeres de partidos de iz- 
quierda y grupos de mujeres (algunas definidas como feministas y otras no) que 
trabajan con mujeres de sectores populal.es. Una parte de sus integrantes son 
militantes partidarias, para quienes los pzrtidos políticos son mediadores nece- 
sarios, aunque no exclusivos, de las reivindicaciones femeninas. 

En cuanto a las acciones que realizan estos grupos hay dos vertientes prin- 
cipales: algunos grupos definidos como feministas priorizan la difusión y propa- 
gandización de las propuestas feministas y la movilización en torno a esas 
propuestas; otros grupos han comenzado a priorizar el trabajo con mujeres de 
sectores populares considerando que el movimiento se construye a partir de sus 
prácticas. 

La Coordinación ha tenido presencia pública organizando las Jornadas de 
Violencia contra la Mujer (25 de noviembre), los Encuentros del Día Mundial 
de Acción de la Salud de la Mujer (28 de mayo) y la celebración de los 8 de mar- 
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zo. La acción polltica de la CoordinaciCn se viene centrando en los siguientes 
temas: la importancia de ejercer libre decisibn sobre la maternidad (lo más po- 
lemico desde el punto de vista tactico); las discriminaciones en el trabajo; la de- 
nuncia de la violencia domestica y de lar relaciones de poder en las relaciones 
interpersonales; la recuperación de lo subjetivo y la creación de espacios com- 
partidos entre mujeres para generar acciones colectivas. 

La participación de las mujeres en organizaciones barriales mixtas y en or- 
ganizaciones barriales especificas no ha adquirido relevancia similar a la de paí- 
ses como Brasil, Chile o Perú. Se han desarrollado pequeños grupos de base y 
organizaciones no gubernamentales de mujeres que realizan un trabajo hacia 
“adentro” más que plantearse acciones para conseguir servicios colectivos y or- 
ganizarlos con el apoyo de los poderes locales. 

Por otra parte, en el pals no ha knido mayor significación el apoyo de 
agentes externos (Iglesia e instituciones laicas) a las organizaciones barriales en 
cuanto a promoción organizacional, formación de dirigentes y asistencia econó- 
mica. Estas organizaciones -sobre todo las laicas- han priorizado las acciones de 
apoyo dirigidas a sindicatos, cooperativas y gremiales de pequeños productores. 

En este contexto se produce la institucionalización de la temática a partir 
de iniciativas de mujeres pollticas del partido de gobierno, al crear en la órbita 
del Ministerio de Educación y Cultura el Instituto de la Mujer’. Pero frente a 
esta realidad las organizaciones de mujeres -en tanto organismos extraestatales- 
no logran definir una estrategia de relacionamiento con el Estado en t&minos 
de colaboración, presidn o negociación. Con recursos limitados y con una d6bil 
articulación con los grupos de mujeres, cl Instituto de la Mujer no logra incidir 
en la propuesta de políticas hacia las mujeres. 

4. LA PROPUESTA DEL NUEVO GOBIERNO MUNICIPAL DE 
MONTEVIDEO Y LAS INICIAT’IVAS BARRIALES 

El nuevo gobierno nacional que acaba de asumir en el presente año6 busca 
ampliar el programa de ajuste estructural recortando el gasto de funcionamien- 
to del Estado y la inversión pública. El incremento fijado para los aportes pa- 
tronales y de los trabajadores al sistema de seguridad social está afectando los 
niveles de salarios y empleo e impulsando el crecimiento de relaciones laborales 
atípicas, así como la evasión a los mecanismos de la seguridad social. 

En el marco de la política de privat.zaciones y de reducción de la interven- 
ción estatal que se propone este nuevo gobierno es particularmente difícil lo- 
grar el financiamiento de servicios sociales. Recientemente se creó un Fondo de 
Inversión Social, con financiamiento externo, para mitigar los efectos del plan 

5 Tambi&t se crearon la Sala de la Mujer y los Centros de Información as1 como la Comisarla de la 
Mujer en la órbita del Ministerio del Interior. 

6 El gobierno nacional fue ganado por el Partido Nacional, mientras que la coalición de las 
izquierdas (Frente Amplio) obtuvo la maylxla relativa de los sufragios de Montevideo 
accediendo al gobierno municipal por primera vez en la historia del país. 
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fiscal. Hasta el momento no se conocen 1~8s montos ni los criterios para identifi- 
car a la población beneficiaria. 

El regimen de seguridad social, el sistema de salud, la vivienda y la educa- 
ción están en este periodo en el centro del debate político. En esta situación, las 
demandas por servicios sociales comienzan a tener una alta prioridad en las or- 
ganizaciones de mujeres, en las organizaciones barriales y sindicales. 

La propuesta electoral del Frente Amplio para el gobierno de Montevi- 
deo, centrada en la descentralización y en la participación ciudadana y la pre- 
sencia carismática del Intendente electo, han concitado gran expectativa 
popular al aumentar la confianza de la población en la posibilidad de que sus 
carencias puedan ser atendidas. Los habitantes de Montevideo fueron interpela- 
dos en tanto “vecinos”; el estilo y los temas de la propuesta para el gobierno mu- 
nicipal hicieron sentirse a los montevideanos posibles protagonistas de un 
cambio. 

Mientras que persisten -con respecto al período preelectoral- el descrei- 
miento y el escepticismo en la posibilidad de incidir en los partidos políticos (un 
62% de la población cree que no puede incidir en ellos), la acción municipal y 
las organizaciones de vecinos pasan a ser las instancias organizativas que se con- 
sideran más cercanas y con mas posibilidades de ser influidas (CIEDUR, 1990). 

La Intendencia de Montevideo plantea desarrollar una función de promo- 
ción y coordinación de las iniciativas locales que asegure una más eficiente pro- 
visión de servicios a la vez que un cambio en la distribución del poder a través 
de una participación activa y democrática de los actores sociales afectados por 
las políticas municipales. 

El Municipio de Montevideo tiene una estructura altamente centralizada 
desde el punto de vista administrativo y político. Para instrumentar la propuesta 
se dividió Montevideo en 18 zonas de aproximadamente 100 mil habitantes cada 
una. Se recurrió al artfculo 278 de la Constitución que establece la posibilidad 
de que el Intendente pueda atribuir a Comisiones especiales la realización de 
cometidos específicos, delegando las facu: tades necesarias para su cumplimien- 
to. 

A partir de ello se establece un proceso de desconcentración administrati- 
va en un comisionado local del Intendente que tiene como objetivo ejercer la 
administración de una zona determinada (Centro Comunal Zonal), organizan- 
do la prestación de los servicios municipales en coordinación con las organiza- 
ciones sociales de dicha zona7. Será necesaria una reforma constitucional o una 

7 El primer decreto municipal de creación de lai Centros Comunales Zonales y de Asambleas 
Deliberantes integradas por asociaciones de vetinos de cada zona fue impugnado, acusando al 
gobierno municipal de querer transformar la dacentralización en un mecanismo de agitación y 
control palfticas. fa oposición al no disponer en la Junta Departamental de los votos necesarios 
para impedir la aplicación del decreto, argumentó que violaba la Constitución. desplazando el 
tema al Parlamento Nacional donde el Frente Anplio tiene mino& de votos. Con ello la puesta 
en marcha de los Centros Comunales quedaba en suspenso hasta que el Parlamento se 
pmnunciara. Esto fue posible porque esta propuesta tenla vicios formales para hacerse efectiva 
jurfdicamente. Se argument6 que el Intendentr~ ~610 pcdfa delegar potestades en organismos 
colectivos y no en personas y que en lugar de Asambleas Deliberantes integradas por 
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nueva ley municipal para lograr una real descentralización política que desplace 
de manera definitiva cometidos jurfdicimente centralizados en el Municipio, 
otorgando facultades de decisi6n directamente a órganos integrados por repre- 
sentantes de organizaciones sociales. Mientras no se proceda a la reforma del 
marco jurídico vigente las organizacioner sociales y las “asambleas deliberantes” 
tendrán carácter consultivo. 

El propósito es generar redes de relación entre la Intendencia y los vecinos 
organizados, propiciando una revalorización de la identidad vecinal y creando 
un proceso cultural en sentido amplio. Existe conciencia entre los funcionarios 
encargados del Programa de Participacion’ de que la modificación del estilo de 
relaci6n entre gobierno local y vecinos supone un proceso lento y complejo, a 
través del cual se procederá a la apertura de canales y vínculos estables entre 
ambas instancias. 

Las encuestas más recientes muestran que la “oferta” de participación con- 
cita un amplio apoyo en la población, muy superior a la votación obtenida por 
el Intendente en las últimas elecciones. Sin embargo a la hora de manifestar su 
disposicibn a participar un importante porcentaje no esta dispuesto a hacerlo o 
tiene dudas por diferentes motivos (uno de los más importantes tiene que ver 
con la falta de tiempo libre (CIEDUR, op. cit.)). Según la opinión de los veci- 
nos la causa más importantes del rechazo a la participación (luego de la falta de 
tiempo) es el temor a que pueda prestame a “manejos políticos”. Entre quienes 
están dispuestos a participar hay una mayor proporción de mujeres. La mitad de 
quienes dicen que participarán son menores de 40 años y poseen niveles medios 
y altos de educación en una proporción superior a la que se presenta en la po- 
blación total. 

En estos momentos las políticas sociales municipales se están definiendo a 
partir del reconocimiento de la heterogeneidad que conlleva la categoría de ciu- 
dadano, en terminos de la existencia de diferentes situaciones de desigualdad 
basadas en la edad, el genero y las discap.acidades físicas. Se han creado areas es- 
pecíficas que deberán definir programas para jóvenes, ancianos, mujeres y disca- 
pacitados. 

Por su parte las organizaciones de Imujeres han incorporado nuevos temas 
a su agenda. La reciente emergencia de demandas por guarderlas barriales por 
parte de organizaciones vecinales y grupos de mujeres en Montevideo, constitu- 
ye un interesante caso en que la posibilidad de satisfacción de una carencia -per- 
cibida a través del anuncio de programas sociales dirigidos a los más 
carenciados- desencadena prácticas parlicipativas en el marco de la oferta de 
participación en la gesti6n municipal. 

organizaciones de vecinos debaian integrarse Juntas Locales en base a cuotas pallticas 
partidah segdn los votos obtenidas. Frente a esta situacih y luego de complicadas 
negociaciones el Intendente emitib un nuevo decreto en el que se subsanan las defectos formales 
y se deja de lado la creación de las Asambleas Deliberantes. 

6 Entrevista a L. Cklibxti. integrante de la Comisi6n de Descentralkaci6” (Brecha, 31 de agosto 
de 1990). 
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A. La movilizaci6n en torno a las guardelías 

En los dos últimos anos la preocupación por los servicios de cuidado diur- 
no de niños preescolares habla sido recogida por organizaciones sindicales y 
partidos pollticos. La Central de Trabajadores (PIT-CNT) ha incluido en su pla- 
taforma la reivindicacibn por guarderias, y mujeres de los partidos políticos han 
presentado sobre el tema proyectos de ley que están para estudio en el Parla- 
mento. Estas propuestas estan dirigidas a la creación de guarderías en los luga- 
res de trabajo, donde existe un determinado número de trabajadores. Por esta 
vla no se atiende a los problemas de cuidlado infantil de la mayor parte de las 
mujeres empleadas: las asesoras de casas particulares, las trabajadoras informa- 
les y todas aquellas que laboran en pequeiios establecimientos. Hasta ahora los 
únicos programas estatales para el cuidado de niños de 0 a 2 años en los barrios 
han tenido una cobertura insignificante (jardines asistenciales de la Administra- 
ción Nacional de Enseñanza Pública - ANIEP). 

Al contrario de la educación primaria, la preprimaria para niños de 2 a 5 
años ha tenido en Uruguay un crecimiento tardío e insuficiente. Mientras que 
en el país es obligatorio el ciclo básico de educación media no se ha declarado 
obligatoria la educación preescolar. En h4ontevideo y en el interior del país la 
cobertura pública institucional del cuidado y formación de ninos de 2 a 5 años 
es muy reducida. De acuerdo a las estadísticas oficiales, el preprimario público 
absorbía en 1988, en Montevideo, aproximadamente un 20% de la población 
entre 2 y 5 años, y sumando establecimientos públicos y privados se cubría un 
36% de ese grupo de edad. 

En los últimos cinco años la atención pública prácticamente se ha estanca- 
do, pero el sector privado ha experimentado un crecimiento importante: entre 
1986 y 1987 los establecimientos públicos pasaron en Montevideo de 231 a 236, 
en tanto que los privados pasaron de 126 a 152. 

Varios estudios (CEPAL, 1987a; CIEDUR, 1989) han mostrado que la es- 
casa oferta de servicios de cuidado diurno de los niños pequeños tiene conse- 
cuencias importantes en las posibilidades laborales de las mujeres y en las 
oportunidades de desarrollo de los niños. Por otra parte, entrevistas realizadas 
a madres trabajadoras (CIEDUR, 1989) revelan que los problemas derivados 
del cuidado de los niños son sentidos con angustia. La conciencia de la falta de 
calidad de los servicios y de la carencia de tiempo para estar con ellos -acompa- 
ñada por la sensación de no cumplir con los deberes establecidos- provoca sen- 
timientos de culpa. Es así que las mujeres trabajadoras que pertenecen a los 
hogares más pobres deben en una altísima proporción (70%) dejar a sus hijos 
en sus propias casas con hijas mayores, hermanos, madres u otros familiares 
(CEPAL, 1987a). El 22% de madres de hogares pobres que envían a sus hijos a 
servicios de cuidado de niños contrasta con el 41% del estrato medio inferior y 
el 50% en los estratos medio alto. 

Un 30% de las madres activas de los hogares pobres -según la misma fuen- 
te- explican el no envio de sus hijos a instituciones especializadas por razones 
económicas. Habría por lo tanto un 48% de trabajadoras mas pobres que tienen 
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otras motivaciones para no enviar a sus niños a las instituciones preprimarias, 
quizA vinculadas a una percepcibn negativa acerca de su funcionamiento en ter- 
minos de calidad o de inadecuación a sus necesidades. 

El estudio de CEPAL revela el implortante papel de la familia extensa en 
el estrato más pobre. La alternativa de dejar los niños al cuidado de familiares o 
vecinas en otros hogares ~610 es posible para un porcentaje muy bajo de muje- 
res. Este hecho reflejaría una relativa debilidad de las redes de ayuda familiar 
barrial entre los mas carenciados. Este estudio descarta -en base al analisis de 
informaci6n estadfstica- la posibilidad de que entre los hogares pobres hubiera 
una sobrerrepresentación de inmigrantes con familiares en el interior del país 
que explique la imposibilidad ffsica de rec:urrir en su ayuda. 

B. Un caso de concertación prupositiva 

CIEDUR y la Casa de la Mujer de la Unión se encuentran realizando una 
investigación participativa que busca aportar conocimientos sobre la realidad 
concreta del cuidado infantil en uno de los Centros Comunales Zonales de 
Montevideo, a fin de despertar la sensibilidad social e intelectual así como la 
preocupación y la acción pública por esta temática. 

La Casa de la Mujer de la Unión tiene entre sus objetivos promover la ma- 
sificación de los servicios de cuidado diurno en la zona, de modo de atender los 
intereses prácticos de las vecinas al tiempo que realizar un trabajo que tienda a 
la redefinición de los roles y pautas culturales que responsabilizan exclusiva- 
mente a las mujeres del cuidado infantil. Este trabajo ha mostrado que en los 
últimos años han surgido en esa zona servicios “informales” que buscan adecuar- 
se a los horarios y a los ingresos de los hogares que residen en esos barrios. Se 
ha constatado la existencia de tres modalidades diferentes: a) servicios de carác- 
ter solidario promovidos por agentes externos (religiosos o laicos); b) servicios 
organizados por mujeres (maestras o idóneas) como forma de autoempleo, 
(pueden ser de carácter familiar o estar estructurados como sociedades de he- 
cho o en forma cooperativa) y c) cuidada, en el domicilio de la oferente del ser- 
vicio. 

Las modalidades más utilizadas son los servicios a) y b), recurriendose a la 
cuidadora domiciliaria en un bajo porcentaje de casos. Estos servicios son eva- 
luados positivamente por las madres usuarias. Sin embargo tienen capacidad 
ociosa ya que un importante porcentaje de mujeres que aspiran acceder a los 
servicios no tienen capacidad económica para hacer uso de ellos. 

Las integrantes de la Casa de la Mujer de la Unión, vecinas del Centro Co- 
munal, funcionarios de ese Centro y trabajadoras de los servicios de cuidado de 
niños de la zona están debatiendo los resultados del trabajo a fin de plantear 
iniciativas propias y demandas a la administraci6n pública. 

Existe acuerdo entre los diferentes. actores en torno a que la capacidad 
municipal de gestión directa de guarderías es limitada por razones tecnico-fi- 
nancieras, sobre todo si se alude a la construcción y puesta en funcionamiento 
de servicios nuevos. El objetivo de la concertaci6n es proponer la creación de 
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mecanismos que conduzcan al mejoramiento de la calidad de la prestación y la 
adecuación de la oferta existente a las nwesidades de la demanda. Las trabaja- 
doras de las pequeñas unidades de prestación de servicios de cuidado de niños 
han emergido de la “invisibilidad” siendo consideradas, por parte de los otros 
actores participantes, como microempresas o trabajadoras informales que pres- 
tan un servicio útil y que pueden ser apoyadas para mejorar sus locales y elevar 
su nivel de capacitación. 

Este caso ilustra como, a través de un proceso de concertación a nivel ba- 
rrial, se puede intentar adecuar los programas sociales a las características espe- 
cíficas de la población involucrada. La posibilidad de que se tenga en cuenta la 
eficiencia de la prestaci6n y a la vez los intereses de los usuarios dependera de la 
existencia de un contexto politice y administrativo que posibilite el fortaleci- 
miento de las estructuras participativas que favorezcan la transferencia de com- 
petencias hacia las organizaciones sociales. 

Este proceso de conformaci6n de acuerdos es aún muy reciente para deter- 
minar si esta política municipal de descentralización puede ser un estímulo para 
que los programas de cuidado infantil -como toda política social- responda a la 
diferenciación social existente, recogiendo y agregando demandas a traves de la 
participación de los actores sociales involucrados (gobierno, padres, educado- 
res). 
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